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INTRODUCCIÓN

L a hospitalización involuntaria de personas que padecen enfermedad mental severa es una inter-
vención en salud mental que priva a una persona humana de su libertad personal, lo cual hace 
necesario revisar la legislación que protege los derechos de la persona sometida a una intervención 

de este tipo. La Psiquiatría es una de las pocas especialidades médicas en que se aplica la hospitalización 
involuntaria como parte de las intervenciones y es necesario promover un debate que implique aspectos 
legales y éticos, evidencia clínica acerca de su efectividad, así como la propia mirada de usuarios y usuarias 
de los servicios de Psiquiatría y Salud Mental (Sheehan 2009).

En Chile, la ley 21331, que regula el reconocimiento y protección de los derechos de las personas en 
la atención de salud mental y publicada el 11 de Mayo del año 2021 (Gobierno de Chile 2021), requiere 
de cambios sustanciales, tanto de contenidos como de forma. En particular, debe poner al centro de 
su contenido el hacer de la revisión de la hospitalización involuntaria un proceso judicial independiente 
explícitamente presencial, en la que un magistrado vea físicamente a la persona detenida y en el que los 
fundamentos de dicha hospitalización involuntaria sean debidamente cuestionados en un contexto judicial 
(Barrera 2021).

Otro aspecto que se debe clarificar es el financiamiento que toda ley necesita para ser efectiva.  Una ley 
que proteja efectivamente los derechos humanos de las personas afectadas por una condición psiquiátrica 
debe contar desde su inicio con el financiamiento adecuado para crear y sostener en el tiempo las estruc-
turas judiciales y sanitario-legales que se hagan necesarias para implementar dicha ley. No proporcionar el 
financiamiento adecuado de manera sostenida para la ley transformaría el acto legislativo en letra muerta y 
haría infectiva la protección de los derechos de estas personas.

Este artículo se divide en tres secciones. La primera, se centra en un comentario crítico detallado de 
los artículos del texto de la ley 21331. La segunda, se centra en describir los elementos esenciales de una 
nueva ley de manera de asegurar que la revisión judicial independiente de la hospitalización involuntaria 
tenga lugar. Específicamente, se describe la creación de los Tribunales de Psiquiatría y Salud Mental 
(TPSM), como entidades que son parte del Poder Judicial e independientes de la autoridad sanitaria, que 
tendrán como función revisar de manera presencial la hospitalización involuntaria. La nueva ley, una vez 
publicada, deberá ser trasladada a la realidad clínica a través de un detallado Reglamento para el cual se 
propone el nombre de Código de Práctica. La tercera sección se centra en las conclusiones del presente 
artículo.
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SECCIÓN 1: COMENTARIO CRÍTICO 
DE LOS ARTÍCULOS DE LA LEY 21.331

Artículos 1 y 2
En estos artículos se describen los objetivos 

de la ley, a saber: “Esta ley tiene por finalidad 
reconocer y proteger los derechos fundamen-
tales de las personas con enfermedad mental o 
discapacidad psíquica o intelectual, en especial, 
su derecho a la libertad personal, a la integridad 
física y psíquica, al cuidado sanitario y a la in-
clusión social y laboral……dignidad y libertad 
garantizados en la Constitución Política y los tra-
tados internacionales de DDHH ratificados por 
Chile...”. Este artículo pone en el centro de la ley, 
la libertad personal tal y como se definen en la 
Constitución vigente y tratados internacionales. 
Esto es sin duda, de la mayor importancia. En la 
ley 21331, hay varios puntos en los que la mate-
ria tratada gira en torno al consentimiento y la 
capacidad y competencia para consentir a trata-
mientos e intervenciones. Es claro, sin embargo, 
que estos últimos casos son instancias particula-
res de una función general que se refiera a la ca-
pacidad de una persona para tomar decisiones en 
su vida en general y que van más allá del hecho 
puntual de que la persona en ese momento esté 
afectada por una condición o enfermedad men-
tal. Por ello, proponemos que se elabore otra ley 
que se aboque específicamente a tratar todas las 
materias relativas a la capacidad o competencia 
mental, es decir, la habilidad de tomar decisio-
nes de manera autónoma, es decir una Ley de 
Capacidad Mental, que abarque todo el rango de 
decisiones relativas, por ejemplo, a realizar tran-
sacciones comerciales, actos legales, testamentar, 
decisiones medicas anticipadas, etc.

Artículo 3
En este artículo, sus incisos mencionan: “b) 

El respeto a la dignidad inherente de la persona 
humana, la autonomía individual, la libertad para 
tomar …decisiones ….”, “c) … igualdad ante la 
ley, la no discriminación arbitraria, respeto y acep-
tación de la diversidad de las personas…igualdad 
de género.”, “h) El derecho a vivir de forma inde-
pendiente ….. a la protección de la integridad per-
sonal; a no ser sometido a tratos crueles, inhuma-
nos o degradantes...”. Estos incisos son positivos 
y de la mayor importancia, al prohibir los tratos 
crueles, inhumanos o degradantes en el contacto 
de personas con un diagnóstico de enfermedad 
mental con los organismos del Estado, incluyen-
do los servicios de psiquiatría y salud mental.

Artículo 4 
Este artículo se centra en materias relativas al 

consentimiento. Así, indica “Las personas tienen 
derecho a ejercer el consentimiento libre e infor-
mado respecto a tratamientos propuestos…. se 
discuten una serie de procedimientos”. Sin em-
bargo, los párrafos 5 y 6 del artículo 4 detallan 
insuficientemente estos procesos: “la persona po-
drá designar a uno o más acompañantes para la 
toma de decisiones, quienes le asistirán, cuando 
sea necesario, a ponderar las alternativas terapéu-
ticas disponibles para la recuperación de su salud 
mental.” Cabe aquí preguntarse si puede darse di-
cho rol a ‘acompañantes’, dado que hay aquí mate-
rias importantes relativas a la confidencialidad de 
la información e influencia indebida de terceros 
‘acompañantes’. Es nuestra opinión que la mate-
ria de designar a terceros para la toma de decisio-
nes debe definirse legalmente de manera explícita, 
poniendo en el centro la protección de derechos 
de la persona y la correcta ponderación de even-
tualidades inhabilidades en dicha designación.

Mas adelante, en el mismo artículo 4, se lee 
“Cuando, conforme con el artículo 15 de la ley N° 
20584, no se pueda otorgar el consentimiento para 
una determinada acción de salud se deberá dejar 
siempre constancia escrita de tal circunstancia en la 
ficha clínica, la que también deberá ser suscrita por 
el jefe del servicio clínico o quien lo reemplace.” 
Dada la seriedad de la materia, es nuestra opinión 
que esta materia debería definirse de manera ex-
plícita, en primer lugar, quién y cómo se establece 
que la persona no puede otorgar el consentimiento, 
es decir una evaluación de capacidad mental para 
decidir, y, en segundo lugar, definiendo con deta-
lle y en forma precisa las causales que la ley 20584 
indica como eximentes para la obligatoriedad del 
consentimiento informado, a saber, riesgo para la 
salud pública, riesgo vital o secuela funcional grave 
de no mediar atención médica inmediata e impos-
tergable, o incapacidad de manifestar su voluntad 
(Gobierno de Chile 2012).

Artículo 5 
El texto de este artículo no parece apropiado 

para el texto de una ley, pues da sugerencias de 
lo que constituye buena práctica clínica en todo 
sistema de salud que aspire a ser respetuoso y cen-
trado en los derechos y necesidades de la persona.

Artículo 6
Este artículo menciona a la Comisión Nacional 

y las Comisiones Regionales de Protección 
de Derechos de Personas con Enfermedades 
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Mentales y le da funciones importantes, tales como 
“ajustar su labor a las disposiciones de la presente 
ley, promoviendo y vigilando la armonización de 
las prácticas institucionales con un enfoque de de-
rechos humanos en discapacidad y salud mental.” 
Sin embargo, en la actualidad los miembros de la 
Comisión Nacional y las Comisiones Regionales 
de Protección de Derechos de Personas con 
Enfermedades Mentales se desempeñan ad hono-
rem y quien dirige su trabajo en Regiones es el 
SEREMI respectivo, es decir no son independien-
tes del servicio de salud al cual deben monitorizar. 
Más abajo se propondrá el traspaso de todas las 
funciones y facultades de estas Comisiones a los 
Tribunales de Psiquiatría y Salud Mental (TPSM), 
de carácter judicial, independiente de las autorida-
des de salud, con atribuciones legales para actuar 
y debidamente financiados.

Artículo 7
El texto de este artículo no parece apropiado 

para el texto de una ley, pues da sugerencias de lo 
que constituye buena práctica clínica en todo sis-
tema de salud que aspire a ser no discriminador, 
respetuoso y centrado en los derechos y necesida-
des de la persona.

Artículo 8
El contenido de este artículo es importante 

pues indica “Las consecuencias en la salud men-
tal que son producto de la violencia y discrimina-
ción que pueda afectar a grupos vulnerables en el 
ejercicio de sus derechos deben abordarse desde 
las perspectivas de derechos, de género y de per-
tinencia cultural, según corresponda.” Enfatiza 
la necesidad de identificar dichos factores de dis-
criminación y la obligación de “denunciar ante la 
autoridad competente.” De esta forma, obliga a 
los proveedores de servicios psiquiátricos a deli-
mitar aquello que es el resultado de delitos rela-
cionados con la discriminación de todo tipo, y que 
es materia policial y judicial, de lo que constituye 
una enfermedad mental clínicamente diagnostica-
ble de acuerdos a los criterios de la Organización 
Mundial de la Salud. 

Artículo 9
Este artículo está centrado en el consentimien-

to. Como se indicó más arriba, las materias re-
lacionadas con el consentimiento y la capacidad 
de consentir válidamente cuando se ha recibido 
un diagnóstico psiquiátrico es un caso particular 
de una materia más amplia, cual es la capacidad 
de tomar decisiones en general, y que debería ser 

materia de una ley específica. Habiendo dicho 
esto, los siguientes incisos del artículo 9 requieren 
ser especificados con más detalle:

El inciso 4 lee: “En caso alguno se podrá reali-
zar algún tratamiento sin considerar su voluntad y 
preferencias”. Aquí se debería especificar qué se 
entenderá por ‘considerar’.

El inciso 5 lee “En toda intervención … de 
carácter invasivo o irreversible, incluidas las de 
carácter psiquiátrico, la persona debe manifestar 
su consentimiento libre e informado, salvo que se 
encuentre en el caso de la letra b) del artículo 15, 
ley 20.584”. Dicha letra b) indica “En aquellos ca-
sos en que la condición de salud o cuadro clínico 
implique riesgo vital o secuela funcional grave de 
no mediar atención médica inmediata e imposter-
gable y el paciente no se encuentre en condiciones 
de expresar su voluntad ni sea posible obtener el 
consentimiento de su representante legal, de su 
apoderado o de la persona a cuyo cuidado se en-
cuentre, según corresponda.” Aquí es necesario 
especificar, según se señaló más arriba, cómo se 
regular esta excepción, y cuál es el umbral con que 
se definen “riesgo vital o secuela funcional grave”.

El inciso 9 indica “Los establecimientos que 
otorguen prestaciones psiquiátricas de atención 
cerrada deberán contar con un comité de ética, 
conforme lo dispone el artículo 20 de la ley N° 
20.584”. Cabe aquí preguntarse, cuál es la compo-
sición, atribuciones y controles de estos comités de 
ética, en relación con la atención psiquiátrica hos-
pitalaria, voluntaria e involuntaria. Esto debería de-
finirse se manera explícita. Los artículos 17 a 20 de 
la ley 20.584  (Barrera 2021) confiere significativas 
atribuciones a dichos Comités de Ética, incluyendo 
materias relativas a consentimiento al tratamiento. 
Se propone aquí que dichos comités de ética y sus 
atribuciones deberían ser abordados en el articula-
do de la presente ley.

El inciso 11 indica que la persona tiene el dere-
cho “A que su condición de salud mental no sea 
considerada ‘inmodificable’. No parece adecuado 
que este inciso deba estar incluido en una ley. Esta 
es, además, una afirmación poco clara a menos 
que se explicite el significado de la palabra ‘inmo-
dificable’, pues ciertas condiciones psiquiátricas 
tienen un riesgo de volver a ocurrir después que 
un episodio se ha resuelto.

En este artículo debería considerarse el incluir la 
necesidad de que él o la tratante deban pedir una 
Segunda Opinión Psiquiátrica Independiente tras 
un cierto periodo de tratamiento de un paciente 
hospitalizado involuntariamente. Los clínicos que 
lleven a cabo Segundas Opiniones Psiquiátricas 
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Independientes serán independientes, forman-
do parte del sistema de los Tribunales de Salud 
Mental (ver más abajo), y no del servicio de salud.

Artículos 10 y 11
El texto de estos artículos no parece apropiado 

para el texto de una ley, pues da sugerencias de 
lo que constituye buena práctica clínica en todo 
sistema de salud que aplique criterios de calidad 
y que aspire a ser no discriminador, respetuoso 
y centrado en los derechos y necesidades de la 
persona.

Artículo 12
El artículo 12 indica ‘la hospitalización psiquiá-

trica no podrá indicarse para dar solución a pro-
blemas sociales, de vivienda o de cualquier otra 
índole que no sea principalmente sanitaria.’  Este 
artículo es de la mayor importancia, pues pro-
híbe la hospitalización por causas no sanitarias. 
Sugerimos que debería explicitarse en este artícu-
lo el que ninguna autoridad del poder ejecutivo, 
judicial, o legislativo, podrá obligar a los servicios 
de psiquiatría a aceptar hospitalizaciones por ra-
zones no sanitarias.

El mismo artículo 12 indica a continuación, 
“Ninguna persona podrá permanecer hospitaliza-
da indefinidamente en razón de su discapacidad y 
condiciones sociales. Es obligación del prestador 
agotar todas las instancias que correspondan, con 
la finalidad de resguardar el derecho del paciente 
a vivir en forma independiente y a ser incluido en 
la comunidad.” Este inciso es de la mayor impor-
tancia por cuanto declara ilegal la hospitalización 
indefinida debido a la discapacidad o a condicio-
nes sociales y centra en el prestador la obligación 
de agotar todas las instancias que correspondan. 
Se requiere explicitar la obligatoriedad del Estado 
en orden a resguardar el derecho a una vida inde-
pendiente.  La identidad del ‘prestador’ debe ser 
especificada, detallando que se refiere a todos los 
prestadores, ya sean públicos, privados, y de orga-
nizaciones de voluntariado o beneficencia.

Artículo 13
Este artículo describe los requisitos legales para 

la hospitalización psiquiátrica involuntaria, in-
dicando “….sólo cuando no sea posible un tra-
tamiento ambulatorio …. Y exista una situación 
real de riesgo cierto e inminente para la vida o la 
integridad de la persona o de terceros. Requiere 
que se cumplan copulativamente las siguientes 
condiciones:

“Una prescripción que recomiende la 

hospitalización, dos profesionales de distintas dis-
ciplinas, …uno de los cuales siempre deberá ser 
un médico cirujano, de preferencia psiquiatra”. 
Nos parece que aquí existe el riesgo de asimetría 
profesional, la cual se evitaría con la concurrencia 
de dos médicos cirujanos que escriban una reco-
mendación médica, más un profesional no-médi-
co, de preferencia un trabajador social, que tomará 
la decisión, basada en el conjunto de elementos y 
circunstancias relevantes incluyendo la recomen-
dación de ambos médicos, si se debe hospitalizar 
involuntariamente a la persona o no. Se crea así 
un proceso con dos pasos. Es decir, un primer 
paso que consiste en una evaluación formal psi-
quiátrica por dos médicos, y un segundo paso, 
que consiste en una decisión profesional informa-
da por una variedad de factores como el auto y 
hetero riesgo, la disponibilidad de tratamiento en 
la comunidad, y la existencia de una red de apoyo 
eficaz y dispuesta a involucrarse, entre otros.

“La inexistencia de una alternativa menos res-
trictiva y más eficaz para el tratamiento o la pro-
tección de terceros”. Esto se ha discutido en el 
párrafo anterior.

“Un informe acerca de las acciones de salud 
implementadas previamente, si las hubiere”. Esto 
parece apropiado.

“Su finalidad es exclusivamente terapéutica”. 
Esto parece apropiado.

“Que se señale el plazo de la hospitalización in-
voluntaria y el tratamiento a seguir, por el menor 
tiempo posible y de ningún modo indefinida, y 
en unidades de hospitalización destinadas al tra-
tamiento intensivo de personas con enfermedad 
mental o el establecimiento hospitalario de la red 
pública más cercano”. Esto parece adecuado. Sin 
embargo, dado el carácter dinámico de las crisis 
en psiquiatría y salud mental, no parece ni de-
seable ni posible definir a priori la duración de la 
hospitalización. La duración de la hospitalización 
deberá ser revisada y potencialmente terminada 
por los procesos descritos más abajo en relación 
con los Tribunales de Psiquiatría Y Salud Mental.

“Informar a la autoridad sanitaria y un pariente 
o representante, en la forma que el reglamento lo 
determine”. Esto parece apropiado. Sin embargo, 
es necesario definir qué rol tiene el consentimien-
to del paciente, qué parientes serán informados y 
en qué orden y de acuerdo con qué criterios, dado 
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que esta es información altamente confidencial, 
debiendo primar el principio de protección de de-
rechos y la existencia de eventuales inhabilidades 
(ver comentario a art. 4 más arriba), por ejemplo, 
en situaciones de eventual abuso o violencia que 
haya sufrido la persona por parte de dichos pa-
rientes o representantes.

Artículo 14
Este artículo se centra en la cronología de la revi-

sión de la hospitalización involuntaria. En relación 
con esto indica una secuencia temporal, a saber:

“Transcurridas setenta y dos horas desde la hos-
pitalización involuntaria, si se mantienen todas las 
condiciones que la hicieron procedente y se es-
tima necesario prolongarla, la autoridad sanitaria 
solicitará su revisión al Tribunal de Familia com-
petente del lugar donde se encuentre el estableci-
miento de salud respectivo, entregando al tribunal 
todos los antecedentes que le permitan analizar 
el caso, debiendo incluir un informe del equipo 
médico tratante que justifique la prolongación de 
la hospitalización involuntaria.

 
El Tribunal de Familia respectivo, en el plazo de 

tres días hábiles contado desde la presentación de 
la solicitud, deberá resolver si se cumple con los 
requisitos de legalidad establecidos en el artículo 
13 de la presente ley.

En caso de ser necesario, el Tribunal de Familia 
podrá, dentro del plazo de tres días hábiles, ofi-
ciar, solicitando informes complementarios a los 
profesionales tratantes y a la Comisión Regional 
de Protección de los Derechos de las personas 
con Enfermedades Mentales. Dichos informes 
deberán ser entregados al tribunal en el plazo de 
cinco días hábiles. Corresponderá al Servicio de 
Salud respectivo tramitar dichos oficios.

Transcurridos los plazos señalados anterior-
mente, según corresponda, y en caso de no cum-
plirse con los requisitos de legalidad establecidos 
en el artículo 13, el Juez de Familia correspon-
diente deberá resolver, ordenando la cesación de 
la hospitalización psiquiátrica involuntaria.

Cada treinta días corridos contados desde la úl-
tima revisión por parte del Juez de Familia respec-
tivo, y siempre que el equipo médico estimare que 
es necesario prolongarla, éste deberá enviar al tri-
bunal, dentro de las veinticuatro horas siguientes 
al cumplimiento de dicho plazo, una actualización 
de los antecedentes señalados en el inciso prime-
ro, que den cuenta de la evolución de la persona 
hospitalizada.

 Recibido el informe, el tribunal deberá revisar 
los nuevos antecedentes en conformidad con lo 
establecido en este artículo.

En cualquier momento el Juez de Familia podrá 
disponer el alta hospitalaria inmediata, si es que 
no se cumplen los requisitos legales contempla-
dos en el artículo 13 de la presente ley.”

Este artículo amerita cuatro comentarios. En 
primer lugar, es cuestionable la razón que se pudo 
tener para alojar en los Tribunales de Familia una 
materia como la hospitalización psiquiátrica invo-
luntaria, que tiene una complejidad que requiere de 
la contribución especifica de expertos médicos y 
legales. Nos parece que el tratamiento de estas ma-
terias amerita la creación de tribunales especializa-
dos, similares a los tribunales que tratan de materias 
ambientales o del trabajo. El segundo comentario 
dice relación con la naturaleza de la revisión por 
parte del Juez de Familia, dado que la hospitaliza-
ción involuntaria es un acto de privación de la li-
bertad por parte del Estado. La revisión descrita 
parece ser insuficiente pues el artículo no mandata 
la presencia física del detenido ante el magistrado. 
En tercer lugar, la revisión parece ser una revisión 
de documentos entregados por profesionales sani-
tarios en que no parecen ser cuestionadas, ni en lo 
médico ni en lo legal, las razones esgrimidas por 
escrito por los profesionales sanitarios. En cuarto 
lugar, el hecho de que el detenido no sea parte acti-
va en el proceso ni que cuente de manera explícita 
con representación legal en el proceso es también 
inadecuado.

Artículo 15
Este artículo indica:

“La persona hospitalizada involuntariamente o 
su representante legal tienen derecho a designar 
uno o más abogados de su confianza. Si no lo tu-
viere, el Tribunal de Familia competente procede-
rá a hacerlo.

En todo caso, la designación del abogado debe-
rá tener lugar antes de la realización de la primera 
audiencia a que fuere citada la persona hospita-
lizada involuntariamente. Si ésta se encontrare 
privada de libertad, cualquier persona podrá pro-
poner para aquélla un abogado determinado, o 
bien solicitar al Tribunal de Familia competente 
su designación.

Para estos efectos, será competente el Tribunal 
de Familia del lugar en donde el hospitalizado in-
voluntariamente se encontrare.”

Este artículo es confuso pues hace referencia a 
la designación de ‘abogados’ y ‘audiencias’ que no 
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se han mencionado anteriormente en la Ley 21331 
y que tampoco se mencionan en los artículos si-
guientes. Igualmente, es confusa la frase “Si ésta 
se encontrare privada de libertad,” pues por defi-
nición el paciente hospitalizado involuntariamente 
por causa psiquiátrica está privado de libertad.

Aún más preocupante aún es el hecho de que 
la Circular del 21 de diciembre de 2021 llamada 
“INSTRUYE SOBRE HOSPITALIZACIÓN 
INVOLUNTARIA DE PERSONAS 
AFECTADAS POR ENFERMEDADES 
MENTALES DEJANDO SIN EFECTO 
CIRCULAR QUE INDICA” (Ministerio de Salud 
2021), cita el artículo 15 con un texto que contie-
ne un párrafo adicional que no existe en la edición 
publicada online de la Biblioteca del Congreso, a 
saber:

“La persona hospitalizada involuntariamente o 
su representante legal tienen derecho a designar 
uno o más abogados de su confianza. Si no lo tu-
viere, el Tribunal de Familia competente procede-
rá a hacerlo.

La persona afectada por una medida de hos-
pitalización involuntaria, que haya sido so-
metida a revisión por el Tribunal de Familia, 
tiene derecho a conocer la resolución judicial 
y a comparecer a la primera audiencia a que 
fuere citada.

En todo caso, la designación del abogado debe-
rá tener lugar antes de la realización de la primera 
audiencia a que fuere citada la persona hospitali-
zada involuntariamente. Si ésta se encontrare pri-
vada de libertad, cualquier persona podrá propo-
ner para aquélla un abogado determinado, o bien 
solicitar al Tribunal de Familia competente su de-
signación. Para estos efectos, será competente el 
Tribunal de Familia del lugar en donde el hospita-
lizado involuntariamente se encontrare”.

El párrafo destacado en negrita y cursiva no 
existe en la versión de la ley publicada online por 
la Biblioteca del Congreso. Esta discordancia de-
bería clarificarse al más breve plazo.

Artículo 16
Este artículo indica que “En el caso de hospi-

talización involuntaria, el alta o permiso de sali-
da es una facultad del equipo de salud. El equipo 
de salud deberá ofrecer a la persona continuar su 
hospitalización en forma voluntaria o bien su alta 
hospitalaria, tan pronto cese la situación de riesgo 
cierto e inminente para ella o para terceros. Esta 
situación deberá informarse a la autoridad sanitaria 

y a algún pariente o representante de la persona, 
respecto del alta o permiso de salida, en la forma 
que determine el reglamento.” Este artículo parece 
del todo pertinente, aunque qué parientes o repre-
sentantes reciben la información debiera especifi-
carse puesto que se trata de información confiden-
cial y pueden existir eventuales inhabilidades.

Artículo 17
Este articulo correctamente señala que “En 

ningún caso se podrá someter a una persona hos-
pitalizada en forma involuntaria a procedimientos 
a tratamientos irreversibles, tales como esteriliza-
ción o psicocirugía.”

Artículo 18
Este artículo se refiere a la hospitalización vo-

luntaria e indica que “La persona hospitalizada 
bajo su consentimiento podrá en cualquier mo-
mento decidir por sí misma el término de su 
hospitalización.

Cuando la hospitalización voluntaria se prolon-
gue por más de treinta días corridos, la Comisión 
Regional de Protección de los Derechos de las 
Personas con Enfermedades Mentales y el equipo 
de salud a cargo deberán comunicarlo de inme-
diato al Tribunal de Familia competente, para que 
éste la revise de conformidad al procedimiento 
establecido en el artículo 14 de la presente ley”. 

Este último párrafo implica que, tras 30 días 
de hospitalización voluntaria, este debe tratarse 
como si fuese una hospitalización involuntaria.

Artículo 19
Este artículo se centra en la conducta del per-

sonal de salud en caso de que se sospeche la ocu-
rrencia de trato indigno e inhumano, en relación 
con lo cual indica: “Con el fin de garantizar los 
derechos humanos de las personas con enferme-
dad mental o discapacidad psíquica o intelectual, 
los profesionales y no profesionales del equi-
po de salud serán responsables de informar a la 
SEREMI de Salud y a la Comisión Regional de 
Protección de los Derechos de las Personas con 
Enfermedades Mentales sobre cualquier sospecha 
de un trato indigno o inhumano a personas bajo 
tratamiento o una limitación indebida de su auto-
nomía. El funcionario podrá actuar bajo reserva 
de identidad y no se considerará que ha incurrido 
en violación del secreto profesional. La sola co-
municación a un superior jerárquico no releva al 
equipo de salud de tal responsabilidad si la situa-
ción irregular persiste.”

Este artículo sin duda tiene una intención 
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laudable. Sin embargo, no debe reemplazar la 
necesidad de crear mecanismos de gobernanza 
clínica robustos, que incluyan procesos de mejo-
ría continua y de fiscalización regular formal, de 
manera de prevenir dichas conductas y promover 
una cultura de respeto a los derechos humanos y 
la dignidad de las personas. Es también impor-
tante, que este artículo haga explícita el que tanto 
la SEREMI de Salud como la Comisión Regional 
de Protección de los Derechos de las Personas 
con Enfermedades Mentales deben realizar una 
denuncia al Ministerio Público una vez que han 
sido informados de una sospecha de trato indigno 
o inhumano.

Artículo 20
Este artículo contiene aspectos administrativos 

que no deberían ser incorporados en el texto de 
la ley. Contiene por otro lado cuatro importantes 
incisos.

Inciso 3: “Que se proporcione a estas perso-
nas un tratamiento en base a la mejor evidencia 
científica disponible y a criterios de costo-efec-
tividad, en relación con el mejoramiento de la 
salud y bienestar integral de la persona.” Este 
inciso impone, correctamente, la obligatoriedad 
de proveer tratamientos basados en la mejor 
evidencia disponible y, por lo tanto, mandata al 
Estado a asegurar que esto ocurra en todas las 
prestaciones dadas en sus establecimientos sani-
tarios en el caso de las intervenciones biológicas, 
psicológicas, y sociales.

Inciso 5: “La incorporación de familiares y 
otras personas significativas que puedan dar asis-
tencia especial o participen del proceso de recu-
peración, si ello es consentido por la persona, 
especialmente en el caso de niños, niñas y ado-
lescentes, con el objetivo de fortalecer su inclu-
sión social.” Este inciso mandata a los tratantes 
la obligación de incorporar a los familiares en el 
plan de recuperación, en consulta con el paciente 
y considerando materias de confidencialidad y ca-
pacidad para consentir. Esto es una aproximación 
concordante con la mejor práctica clínica.

Inciso 6: “La atención de salud no podrá dar 
lugar a discriminación respecto de otras enferme-
dades, en relación a cobertura de prestaciones y 
tasa de aceptación de licencias médicas.” Este in-
ciso es confuso y requiere de clarificación en tér-
minos de a qué se refiere.

Inciso 7: “No podrá existir discriminación en 
cuanto a la existencia de servicios en la red de 
atención de salud, siendo estos necesarios para la 

acreditación sanitaria.” Este inciso es de la mayor 
importancia pues mandata a prestadores públicos 
y privados a tener servicios de psiquiatría y salud 
mental en sus espacios de atención a fin de poder 
ser acreditados, poniendo fin obligatorio a la se-
gregación geográfica de los pacientes diagnostica-
dos con una enfermedad mental y mandatando a 
las autoridades regionales y locales a terminar con 
decisiones infundadas de no aceptar tener servi-
cios de psiquiatría en sus establecimientos. 

Artículo 21
Este artículo se centra en los temas de conten-

ción física, mecánica, farmacológica y de observa-
ción continua e incluye los siguientes puntos:

“El manejo de conductas perturbadoras o agresi-
vas que pongan a la persona en condiciones de ries-
go real e inminente y que amenacen la integridad o la 
vida de sí misma o terceros debe hacerse con estricto 
respeto a los derechos humanos, ….. sólo con indi-
cación terapéutica acreditada por un médico, siem-
pre que no exista otra alternativa menos restrictiva y 
que la necesidad de su aplicación fuere proporcional 
en relación a la conducta perturbadora.”

Y continua: “En caso de utilizar la contención 
física, mecánica, farmacológica y de observación 
continua en sala individual….En ningún caso pue-
den significar torturas, apremios ilegítimos u otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes. Durante 
el empleo de las mismas, la persona tendrá garan-
tizada la supervisión médica permanente.”

Ambos párrafos son de la mayor importancia y 
deben permanecer. Y continua, diciendo que di-
chos procedimientos se deben: 

“Registrar en la ficha clínica, informar a la 
autoridad sanitaria, a la Comisión Regional de 
Protección de los Derechos de las Personas con 
Enfermedades Mentales y a un pariente o repre-
sentante de la persona. De la aplicación de estas 
medidas y de aquellas que restrinjan temporal-
mente la comunicación o contacto con las visi-
tas se podrá solicitar su revisión a la Comisión 
Regional de Protección de los Derechos de las 
Personas con Enfermedades Mentales. En el caso 
de las personas hospitalizadas involuntariamente, 
estas medidas también se pondrán en conoci-
miento del Tribunal de Familia competente para 
efectos de lo establecido en el artículo 14 de la 
presente ley.”

Estos son mecanismos que deben mante-
nerse en espíritu, pero adecuados a los nuevos 
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organismos que se propondrán para ser reforma-
dos en la Parte 2 de este documento.

Sin perjuicio de lo anterior, las siguientes pre-
guntas son materias que requerirán aclaración:

- ¿Pueden usarse estas medidas de contención 
en alguien hospitalizado voluntariamente?

- ¿Quién puede solicitar la revisión a la Comisión 
Regional de Protección de los Derechos de las 
Personas con Enfermedades Mentales o la enti-
dad que lo reemplace?

- ¿Que acción deberá tomar el Tribunal de 
Familia o el tribunal que lo reemplace, una vez 
informado?

Artículo 22
Este artículo dice relación con los derechos de 

los familiares y de quienes apoyen a personas con 
enfermedad mental o discapacidad psíquica o inte-
lectual. Aparte del hecho de que nuevamente se tra-
tan al mismo tiempo condiciones muy diferentes, 
tales como aquellas personas con un diagnóstico 
psiquiátrico y aquellas con discapacidad psíquica o 
intelectual, el artículo describe lo que es una ma-
teria de buena práctica clínica. Este artículo indica 
el derecho a recibir información sobre las mejores 
maneras de ejercer la labor de apoyo y cuidado. Sin 
dudar de la importancia de esto último, no parece 
una materia de ley si no que de una de buena prác-
tica clínica y, por tanto, no debiera figurar en la ley.

Artículo 23
Este artículo se refiere al derecho de los familia-

res y de quienes apoyen a personas con enferme-
dad mental o discapacidad psíquica o intelectual 
para abogar por sus necesidades y las de las per-
sonas a quienes apoyan y cuidan, a crear instancias 
comunitarias que promuevan la inclusión social y 
a denunciar situaciones que resulten violatorias de 
los derechos humanos. Esto último es un dere-
cho inalienable cuya inclusión en una ley parece 
confuso e innecesario. ¿Podría alguna disposición 
legal impedir el ejercicio de organizarse para los 
fines que quienes se organicen lo estimen conve-
niente? Este artículo también parece innecesario.

Artículo 24
Este artículo mandata la permanente articula-

ción intersectorial en el Estado para la cabal inclu-
sión social de las personas con enfermedad men-
tal o discapacidad psíquica o intelectual. Parece 
apropiado que dicho mandato tenga estatus legal, 
dado la importancia crítica que su implementación 
tendría en la inclusión social de estas personas.

Artículo 25
Este articulo introduce modificaciones a la ley 

N° 20.584, la ley que regula los derechos y deberes 
que tienen las personas en relación con acciones 
vinculadas a su atención en salud.

En primer lugar, incorpora en el inciso primero 
del artículo 10, la siguiente oración: “Asimismo, 
todo niño, niña o adolescente tiene derecho a re-
cibir información sobre su enfermedad y la for-
ma en que se realizará su tratamiento, adaptada 
a su edad, desarrollo mental y estado afectivo y 
psicológico.” Luego, agrega en el artículo 14 los 
siguientes incisos quinto y sexto: “Sin perjuicio de 
las facultades de los padres o del representante 
legal para otorgar el consentimiento en materia de 
salud en representación de los menores de edad 
competentes, todo niño, niña y adolescente tiene 
derecho a ser oído respecto de los tratamientos 
que se le aplican y a optar entre las alternativas 
que éstos otorguen, según la situación lo permita, 
tomando en consideración su edad, madurez, de-
sarrollo mental y su estado afectivo y psicológico. 
Deberá dejarse constancia de que el niño, niña o 
adolescente ha sido informado y se le ha oído. En 
el caso de una investigación científica biomédica 
en el ser humano y sus aplicaciones clínicas, la ne-
gativa de un niño, niña o adolescente a participar 
o continuar en ella debe ser respetada. Si ya ha 
sido iniciada, se le debe informar de los riesgos 
de retirarse anticipadamente de ella.” Este texto 
se refiere a la necesidad de informar a toda niña, 
niño, o adolescente y a ser oído u oída y a op-
tar entre alternativas. Sin embargo, no clarifica 
cómo este mandato se concilia con las facultades 
de los padres o el representante legal. Esto debe 
clarificarse.

Respecto de la investigación científica, la si-
guiente oración es poco clara: “Si ya ha sido ini-
ciada, se le debe informar de los riesgos de reti-
rarse anticipadamente.” Como se ha mencionado 
más arriba en el caso de otros artículos, este artí-
culo dice relación con materias de capacidad para 
consentir y tomar decisiones, todo lo cual debería 
ser materia de un cuerpo legal que se aboque es-
pecíficamente a esa materia. Sin perjuicio de ello, 
el comentario respecto del riesgo de retirarse anti-
cipadamente parece asimétrico y más bien debiera 
reemplazarse con una frase del siguiente tenor: “la 
persona podrá retirarse de una investigación en 
cualquier momento y sin deber dar explicaciones 
de ningún tipo y sin que ello afecte su cuidado o 
tratamiento de manera alguna.”

En segundo lugar, los artículos 25, 26 y 27 de la 
ley 20.584 son suprimidos.
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En tercer lugar, se sustituye el artículo 28 de la 
ley N° 20.584  con el siguiente articulo: “Artículo 
28.- No se podrá desarrollar investigación bio-
médica en adultos que no son capaces física o 
mentalmente de expresar su consentimiento o 
de los que no es posible conocer su preferen-
cia, a menos que la condición física o mental que 
impide otorgar el consentimiento informado o 
expresar su preferencia sea una característica 
necesaria del grupo investigado. En estos casos, 
no se podrá involucrar en investigación sin con-
sentimiento a una persona cuya condición de sa-
lud sea tratable de modo que pueda recobrar su 
capacidad de consentir. En estas circunstancias, 
además de dar cabal cumplimiento a las normas 
contenidas en la ley N° 20.120, sobre la investi-
gación científica en el ser humano, su genoma, 
y prohíbe la clonación humana, y en el Código 
Sanitario, según corresponda, el protocolo de la 
investigación deberá contener las razones espe-
cíficas para incluir a individuos con una enfer-
medad que no les permite expresar su consen-
timiento o manifestar su preferencia. Se deberá 
acreditar que la investigación involucra un po-
tencial beneficio directo para la persona e impli-
ca riesgos mínimos para ella. Asimismo, se debe-
rá contar previamente con el informe favorable 
de un comité ético científico acreditado y con la 
autorización de la Secretaría Regional Ministerial 
de Salud. En esos casos, los miembros del co-
mité que evalúe el proyecto no podrán encon-
trarse vinculados directa ni indirectamente con 
el centro o institución en el cual se desarrollará 
la investigación, ni con el investigador principal 
o el patrocinador del proyecto.

 Se deberá obtener a la brevedad el consenti-
miento o manifestación de preferencia de la per-
sona que haya recuperado su capacidad física o 
mental para otorgar dicho consentimiento o ma-
nifestar su preferencia. Las personas con enfer-
medad neurodegenerativa o psiquiátrica podrán 
otorgar anticipadamente su consentimiento in-
formado para ser sujetos de ensayo en investiga-
ciones futuras, cuando no estén en condiciones de 
consentir o expresar preferencia. La investigación 
biomédica en personas menores de edad se regirá 
por lo dispuesto en la ley N° 20.120. Con todo, 
deberá respetarse su negativa a participar o conti-
nuar en la investigación.”

Nuevamente, se trata aquí de materias relativas 
a la capacidad de consentir y tomar decisiones, 
en este caso en el contexto de la investigación. 
Esto debiese ser materia de un cuerpo legal 
que se dedique específicamente a materias de 

capacidad para tomar decisiones, así como otro 
relacionado con la gobernanza legal de la investi-
gación. Además, deberían también mencionarse 
la investigación psicológica y social, pues estas 
también requieren consentimiento válido e in-
formado y todas pueden tener efectos secunda-
rios adversos.

Artículo 26
La primera oración de este artículo prohíbe “la 

creación de nuevos establecimientos psiquiátrico 
asilares o de atención segregada en salud mental.” 
Este artículo es de la mayor importancia, pues 
mandata al Estado a cesar la creación de estable-
cimientos de atención segregada en salud mental. 
Es nuestra opinión que dicho mandato defina una 
fecha definida antes de la cual dichos estableci-
mientos deban haber sido reemplazados por ser-
vicios de hospitalización en hospital general y por 
servicios comunitarios robustos, resolutivos, se-
guros, y de excelencia. Nos parece que dicha fecha 
debe ser el año 2026. El articulo debe mandatar al 
Estado a proveer de los recursos presupuestarios 
y técnicos necesarios para llevar adelante esta de-
cisión legal antes del año 2026.

La segunda oración de este artículo requiere 
clarificación: “Sólo se permitirá la internación 
ambulatoria de personas en los establecimientos 
psiquiátricos asilares existentes a la fecha de pu-
blicación de la presente ley, que cumplan con los 
requisitos establecidos en un reglamento dictado 
por el Ministerio de Salud.” No queda claro a que 
se refiere este articulo con la expresión ‘interna-
ción ambulatoria’ y debe clarificarse.

Artículo 27
Aquí se indica que un reglamento del Ministerio 

de Salud y las normas técnicas pertinentes esta-
blecerán las condiciones, requisitos y mecanis-
mos que sean necesarios para el cumplimiento 
de todos aquellos asuntos establecidos en la pre-
sente ley. Creemos que la eficacia de esta ley y de 
toda ley dependerá de la producción oportuna 
de un reglamento que sea detallado, orientado 
a la práctica clínica cotidiana, con un enfoque 
de protección de los derechos humanos, pers-
pectiva de género, y de pertinencia intercultural. 
Es este reglamento el que guiará las acciones de 
los equipos clínicos en su trabajo cotidiano. Por 
estas razones, se propone que un nombre más 
apropiado para dicho Reglamento sería el de 
‘Código de Práctica’.

Artículo 28
Las infracciones de esta ley podrán ser 
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reclamadas de conformidad a los procedimientos 
establecidos en el Título IV de la ley N° 20.584  
(Barrera 2021), que regula los derechos y deberes 
que tienen las personas en relación con acciones 
vinculadas a su atención de salud. Dicho Titulo 
IV se refiere al derecho al reclamo o, de este no 
ser debidamente resuelto, el derecho a un proceso 
de mediación. Es decir, no incluye la revisión ju-
dicial independiente de las materias discutidas en 
la presente ley y, en particular, la hospitalización 
involuntaria. Esto debe modificarse.

Artículo transitorio
Los reglamentos a que se refieren las disposicio-

nes de la presente ley deberán dictarse dentro del 
plazo máximo de sesenta días corridos, contado 
desde su publicación.” Es claro que este plazo no 
se ha cumplido.

SECCIÓN 2: PROPUESTAS DE 
REFORMA DE LA LEY 21.331

En la Parte 1 de este documento se han sugeri-
do modificaciones que se consideran necesarias, 
las cuales se han subrayado en el análisis de los 
respectivos artículos. A continuación nos centra-
remos en aquellos aspectos que no se han tratado 
hasta este punto, en particular con relación a la 
hospitalización involuntaria debido a posible cau-
sa psiquiátrica. Este es un aspecto central cuyo 
tratamiento legal es necesario para hacer toda 
legislación de salud mental compatible con los 
estándares internacionales de protección de los 
derechos humanos y para darle credibilidad social 
y técnica, tanto entre los usuarios de servicios y 
sus familiares, como en la comunidad en general.

Quienes escriben proponen que, dado lo expre-
sado más arriba, toda ley que se refiera a psiquia-
tría y salud mental ya sea una reformada ley 21331 
o una nueva ley que la reemplace, debe incluir un 
Título exclusivamente centrado en la hospitaliza-
ción involuntaria de personas a quienes se les priva 
de la libertad por tener un desorden psiquiátrico. 
Importantes autoridades han sugerido esto. Por 
ejemplo, el artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (ICCPR) (Naciones 
Unidas 1976), ratificado por Chile, incluye, entre 
otros acápites, el que todo individuo tiene derecho 
a la libertad y a la seguridad personal, que nadie po-
drá ser sometido a detención o prisión arbitrarias, 
salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 
procedimiento establecido en ésta, y que toda per-
sona privada de libertad en virtud de detención o 
prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, 

a fin de que éste decida a la brevedad posible so-
bre la legalidad de su prisión y ordene su libertad 
si la prisión fuera ilegal. De modo similar, los ar-
tículos 7 y 25 de la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos (Organización de los 
Estados Americanos 1969), ratificada por Chile, 
indican, entre otras materias, que toda persona 
privada de libertad tiene derecho a recurrir ante 
un juez o tribunal competente, a fin de que éste 
decida, sin demora, sobre la legalidad de su arres-
to o detención y ordene su libertad si el arresto 
o la detención fueran ilegales, y que el recurrir al 
sistema judicial sea un recurso sencillo y rápido. 

Cabe aquí mencionar la opinión de la Corte 
Suprema del 10 de Diciembre del 2018 (Biblioteca 
del Congreso Nacional 2018), respecto de “la nece-
sidad de concentrar en un solo cuerpo legal el trata-
miento sistemático e integral del régimen de interna-
ción u hospitalización susceptible de ser dispuesto 
por la autoridad, ya administrativa o judicial, respec-
to de adultos mayores en estado de indefensión o sin 
posibilidad de manifestar su voluntad y, en general, 
de las personas con discapacidad mental; de forma 
tal de evitar la dispersión de procedimientos, autori-
dades administrativas y tribunales que intervienen en 
asuntos de esa índole.” Por lo tanto, es claro que es 
necesario regular en un solo cuerpo legal, de manera 
específica y explícita el proceso de hospitalización 
involuntaria.  A continuación, se propone revisar un 
modelo para la regulación de dicho proceso, inspi-
rado en el proceso legal que ha existido por décadas 
en Inglaterra y Gales, el cual ya se ha descrito en otra 
publicación (Barrera 2016).

Se propone la creación de los Tribunales 
Psiquiatría y Salud Mental (TPMS)

Se propone aquí la creación de Tribunales de 
Salud Mental (TPSM) regionales en cada región 
del país, cuya única y exclusiva labor será tomar 
conocimiento y fallar en materias relativas a la 
detención involuntaria de personas en estableci-
mientos de salud por motivos de psiquiatría y sa-
lud mental. Estos Tribunales serán parte del Poder 
Judicial, estarán debidamente organizados, y apro-
piadamente financiados para garantizar su funcio-
namiento en toda circunstancia. Los Tribunales 
de Salud Mental (TPSM) no dependerán en modo 
alguno del Ministerio de Salud, de los Servicios 
Regionales de Salud, o de servicios de psiquiatría 
o salud mental. Estos tribunales asumirán todas 
las funciones y atribuciones que previamente 
se le habían asignado a la Comisión Nacional y 
Regional de Protección de los Derechos de las 
Personas con Enfermedades Mentales.
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La evaluación psiquiátrica formal (EPF)
Dada la posición de la Corte Suprema de Chile 

(Naciones Unidas 1976), el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (Ministerio de Salud 
2012), y la Convención Interamericana sobre 
Derechos Humanos (Ministerio de Salud 2021) 
ya mencionados, se sugiere que previo a cualquier 
hospitalización involuntaria, se lleve a cabo un 
proceso de Evaluación Psiquiátrica Formal (EPF), 
el cual debiera consistir en los siguientes pasos:

1. Toda persona que es considerada como afecta-
da de un desorden mental y/o que es considerada 
como carente de capacidad para consentir a la hos-
pitalización y/o que se niega a aceptarla, será eva-
luada por un equipo profesional que consistirá en:

1.1. Un psiquiatra certificado por CONACEM 
o la Universidad relevante y facultado, tras de-
bida preparación adicional la cual deberá defi-
nirse legalmente, por el Tribunal de Psiquiatría 
y Salud Mental (TPSM) para detener a personas 
por posible causa psiquiátrica.
1.2. Otro médico, psiquiatra o no, facultado, tras 
la debida preparación adicional, por el Tribunal 
de Psiquiatría y Salud Mental (TPSM) para de-
tener a personas por posible causa psiquiátrica.
1.3. Un Trabajador Social, facultado, tras la de-
bida preparación adicional que deberá definir-
se legalmente, por el Tribunal de Psiquiatría y 
Salud Mental (TPSM), para hacer uso de la pre-
sente Ley de Salud Mental.

2. Este equipo profesional podrá evaluar a la 
persona en su hogar o en dependencias especiales 
y debidamente habilitadas en hospitales públicos.

3. Los dos profesionales médicos deberán do-
cumentar por escrito en formularios estandariza-
dos su opinión sobre si la persona sufre de un 
desorden de la mente o el cerebro y que dicho 
desorden pone la salud o la seguridad de la per-
sona en riesgo, o que acarrea un riesgo a otros 
y que el tratamiento de dicho desorden requiere 
tratamiento hospitalario y que la hospitalización 
voluntaria no es posible y que hay un tratamiento 
disponible

Todos estos requisitos deben cumplirse de for-
ma simultánea. Los dos facultativos deberán es-
cribir las razones por las cuales ellos han conclui-
do que las condiciones anteriores se cumplen, en 
formularios definidos para tal funcion.

4. El trabajador social explorará todas las op-
ciones posibles para llevar a cabo el tratamiento 
en forma ambulatoria, siendo la hospitalización 

el último recurso. Será obligatorio que el Familiar 
Más Cercano (FMC) - un rol debidamente defini-
do por la ley que definirá el orden de precedencia 
en que los familiares pueden ser el FMC - sea con-
sultado por el trabajador social con el fin de tomar 
conocimiento de si el FMC objeta la detención 
del individuo afectado. Si el FMC objeta la hos-
pitalización involuntaria, esta no puede llevarse a 
cabo a menos de que el trabajador social gatille un 
proceso legal que desplace al FMC de dicho rol. 
El proceso de desplazamiento del FMC estará le-
galmente normado y será decidido por el TPSM.

Si el trabajador social concluye que el trata-
miento ambulatorio no es posible, completará la 
documentación legal para la hospitalización invo-
luntaria y la entregará al personal profesional de 
enfermería del hospital donde se llevará a cabo la 
hospitalización involuntaria. A partir de este mo-
mento, cuando los documentos son recibidos for-
malmente por un enfermero profesional de dicho 
hospital, se inicia la hospitalización involuntaria.

5. El enfermero que ha recibido la documenta-
ción deberá entregarla al departamento legal del 
hospital en el cual la persona ha sido involuntaria-
mente admitida, departamento legal que deberá 
funcionar 24 horas al día, todos los días del año.

6. El departamento legal de dicho hospital de-
berá registrar la documentación y enviarla lo antes 
posible al TPSM, el cual tomará conocimiento de 
la hospitalización involuntaria.

7. El TPSM oficiará al departamento legal 
del hospital indicando que ha tomado conoci-
miento de la hospitalización involuntaria. El de-
partamento legal del hospital oficiará al Medico 
Responsable (MR), un rol debidamente definido 
por la ley, y al equipo de enfermería de la sala don-
de se encuentre la persona. Estos últimos deberán 
informar a la persona lo antes posible de los si-
guientes derechos:

a. El derecho a solicitar una revisión judicial 
independiente de la hospitalización involunta-
ria por el Tribunal de Psiquiatría y Salud Mental 
(TPSM).
b. El derecho de designar un abogado de una 
lista que se le provea, sin costo para la persona y 
financiado por el Estado, si esta decidiese solici-
tar la revisión judicial independiente.
c. El derecho de ser informado del plan de tra-
tamiento que el Médico Responsable haya co-
menzado o vaya a comenzar.
8. Es de suyo importante que el umbral de capa-

cidad requerido para que la persona ejerza su dere-
cho a apelar contra la hospitalización involuntaria 
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sea muy bajo, solamente requiriéndose que la per-
sona firme la carta que inicia el proceso de apela-
ción. Dicha carta será enviada inmediatamente al 
departamento legal del hospital, el cual la enviará 
al Tribunal de Psiquiatría y Salud Mental (TPSM), 
iniciándose el proceso de revisión judicial inde-
pendiente, el cual se describe a continuación.

De la revisión judicial independiente de la 
hospitalización involuntaria de posible causa 
psiquiátrica y de salud mental

Dentro de quince días corridos desde que la so-
licitud de revisión judicial ha sido recibida por el 
Tribunal de Psiquiatría y Salud Mental, éste or-
ganizará un juicio que tendrá lugar en el hospital 
donde la persona se encuentra involuntariamente 
hospitalizada.

El Tribunal que realizará la revisión será un 
Panel Profesional (PP) presidido por un Juez con 
capacitación en psiquiatría, un psiquiatra indepen-
diente designado por el TPSM, que deberá contar 
con ciertas calificaciones definidas por la ley, y un 
miembro lego representativo de la comunidad y 
con capacitación en psiquiatría. 

El paciente siempre estará representado por un 
abogado que habrá sido seleccionado previamen-
te y sin costo. El abogado representante deberá 
interrogar a los profesionales de salud asistentes 
al juicio mencionados más abajo.

El psiquiatra independiente evaluará de manera 
independiente al paciente sin interferencia de los 
profesionales del servicio u hospital donde la per-
sona está hospitalizada y tendrá acceso a toda la 
información clínica que exista sobre el paciente. 
El psiquiatra independiente dará un resumen ver-
bal y escrito de su conversación con el paciente al 
inicio de la audiencia de revisión.

Los siguientes profesionales de salud deberán 
asistir al juicio obligatoriamente:

1. El Medico Responsable (MR).
2. Un enfermero universitario de la sala donde 
la persona está hospitalizada.
3. Un miembro del equipo de salud mental co-
munitario que presentará el plan de tratamien-
to comunitario de la persona en el caso de que 
esta sea dada de alta el día de la audiencia. Este 
profesional debe tener un título universitario 
de enfermero, trabajador social o terapeuta 
ocupacional.
Cada uno de estos profesionales deberá prepa-

rar y enviar, con la debida antelación al TPSM, 
sendos Informes Profesionales. Estos informes 
deben contener la información clínica relevante, 

el razonamiento clínico, la evaluación de los ries-
gos específicos que se consideran cruciales para 
justificar la hospitalización involuntaria, el plan 
de tratamiento y una opinión acerca de si la hos-
pitalización involuntaria debiese continuar. Cada 
profesional deberá responder preguntas del Juez, 
el psiquiatra independiente, el miembro lego, el 
abogado del paciente, y del paciente a través de 
su abogado. La asistencia de los profesionales de 
salud mencionados es obligatoria y sólo se podrá 
delegar en casos estrictamente definidos.

La persona detenida involuntariamente es li-
bre de asistir al juicio, aunque la opción preferida 
es que sí asista y esto se le explicará. El Familiar 
Mas Cercano (FMC) es libre de asistir y si así lo 
hiciere, tendrá derecho a dar su opinión al Panel 
Profesional (PP).

La carga de la prueba descansará en el Medico 
Responsable (MR), quien representa a la autori-
dad que detiene a la persona, y quien debe pre-
sentar al Panel Profesional (PP) sus argumentos 
para continuar la hospitalización involuntaria. Es 
decir, el Panel Profesional (PP) deberá ejercer su 
facultad de terminar la hospitalización involun-
taria a menos que el Medico Responsable (MR) 
demuestre la necesidad de continuarla. La perso-
na hospitalizada involuntariamente no está siendo 
enjuiciada ni tiene la obligación de probar nada. 
Son la autoridad estatal que ha detenido a la per-
sona en el hospital y su representante, el Medico 
Responsable (MR), quienes deben probar la nece-
sidad de continuar con la detención involuntaria 
en el hospital.

Tras concluir la audiencia, que deberá durar no 
más de cinco horas, los asistentes dejarán la sala 
y el Panel Profesional (PP) deliberará en privado. 
El Panel votará y llegará a una decisión de ma-
yoría. Después de esto, el PP llamará a todas las 
partes y dará a conocer su decisión, la cual ten-
drá efecto de inmediato, con la persona pasando 
a ser un paciente voluntario, si es que el PP así 
lo ha decidido. A partir de este momento, la per-
sona que ahora es un paciente voluntario puede 
decidir permanecer en el hospital para continuar 
con su tratamiento voluntariamente o dejar el 
hospital bien para continuar con su tratamiento 
asistido por el equipo de salud mental comuni-
taria o bien para no continuar con tratamiento 
alguno.

La revisión periódica de la hospitalización in-
voluntaria si esta se prolonga en el tiempo, debe-
rá ser realizada por una audiencia con un Panel 
Profesional (PP) a los tres y seis meses de deten-
ción en el hospital, y después anualmente.
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En una materia relativa al tratamiento biomédi-
co, este podrá continuar después de noventa días, 
sólo si el paciente da su consentimiento válido e 
informado por escrito. Si el paciente no consiente 
o si carece de la capacidad para consentir al trata-
miento, este deberá ser revisado a los noventa días 
de transcurrida la hospitalización involuntaria. 
Esta revisión será llevada a cabo por Psiquiatras 
de Segunda Opinión (PSO). Estos son psiquiatras 
con al menos 15 años de ejercicio desde su acredi-
tación por la respectiva universidad o CONACEM 
como psiquiatras clínicos, quienes actuarán bajo la 
dirección del Tribunal de Psiquiatría y Salud Mental. 
Estos Psiquiatras de Segunda Opinión (PSO), revi-
sarán independientemente el tratamiento llevado a 
cabo, sin ninguna limitación de acceso a la persona, 
a la ficha clínica, y al personal del hospital. El PSO 
deberá consultar con el MR y con dos profesiona-
les no médicos involucrados en el tratamiento de 
la persona hospitalizada involuntariamente. Unos 
de estos profesionales serán una enfermera (o) 
universitaria (o) y el segundo profesional será un 
trabajador social o un terapeuta ocupacional. El 
PSO debe decidir si autoriza o no la continuación 
del tratamiento que se está llevando a cabo. Todo 
cambio de tratamiento después de los tres meses 
requerirá una nueva visita del PSO. La decisión del 
PSO será inapelable.

Del Reglamento o Código de Práctica
Es de suma importancia, que todos los procesos 

tratados en este artículo, y otros que se vayan a definir, 
se plasmen en un Reglamento o Código de Práctica, 
el cual entregue orientaciones específicas y detalladas 
para la hospitalización involuntaria en el trabajo clí-
nico cotidiano. Dicho Código de Práctica deberá ser 
redactado por una Comisión Nacional que debiese 
incluir representación de todos los TPSM, ministros 
de la Corte Suprema, el Subsecretario de Salud, re-
presentantes de las asociaciones profesionales médi-
cas y de abogados, y representantes de las asociacio-
nes de usuarios y de familiares. En todo momento el 
Código de Práctica será absolutamente consistente 
con la ley que reglamenta.

Artículo relacionado con los hospitales psi-
quiátricos de larga estadías

Se propone aquí incorporar un artículo con tres 
incisos. El primer inciso indicará que desde la publi-
cación de la ley ningún paciente podrá ser hospitali-
zado en un hospital psiquiátrico de larga estadía. El 
segundo inciso debería indicar que a más tardar en el 
año 2026 no existirán hospitales psiquiátricos de lar-
ga estadía, habiéndose transformado en unidades de 

hospitalización en hospital generales y en servicios 
comunitarios robustos, resolutivos y de calidad. El 
tercer inciso hará referencia a la obligación por parte 
del Estado de proveer los recursos presupuestarios y 
técnicos para la concreción de dicho objetivo.

PARTE 3: CONCLUSIONES

La ley 21331 en su forma actual, puede ser cri-
ticada desde un punto de vista formal, de su con-
tenido, y desde el punto de vista de su estructura. 

1. Desde el punto de vista formal, en primer lu-
gar, la ley contiene artículos de distinto nivel lógi-
co. Es decir, algunos son apropiados para una ley, 
otros que serían apropiados para un reglamento, y 
otros que son de carácter clínico. El texto contie-
ne muchos puntos que deberían transferirse a un 
código de práctica o reglamento operativo y otros 
a recomendaciones de buena práctica clínica. En 
segundo lugar, el texto contiene repeticiones, en 
particular en áreas que deben ser recomendacio-
nes de una buena práctica clínica.

2. Desde el punto de vista de su contenido, es 
esencial enfatizar el hecho de que la hospitaliza-
ción involuntaria es una detención por parte del 
Estado y que la ley 21331 no asegura la revisión 
judicial independiente de dicha detención, en con-
travención de los tratados internacionales firma-
dos por el país. La revisión descrita en los artícu-
los 14 y 15 no es explícitamente presencial, no hay 
descrita una audiencia formal, y la revisión por 
parte del Juez de Familia puede quedar reducida 
a una revisión de documentos en que la evidencia 
profesional usada para justificar la detención no 
es cuestionada. Es preocupante que la ley 21331 le 
de al Juzgado de Familia la responsabilidad de re-
visar los documentos relevantes, en circunstancias 
que dicho Juez no necesariamente contará con el 
conocimiento experto requerido para tomar di-
chas decisiones. En este contexto, el artículo 15 
es particularmente confuso, no tiene conexión 
con el resto de la ley, a pesar de ser central en 
la revisión judicial de la detención, y aparece con 
un contenido diferente en la Circular del 21 de 
diciembre de 2021 llamada “INSTRUYE SOBRE 
HOSPITALIZACIÓN INVOLUNTARIA 
DE PERSONAS AFECTADAS POR 
ENFERMEDADES MENTALES DEJANDO 
SIN EFECTO CIRCULAR QUE INDICA”.

3. Un problema central de actual texto de la ley 
21.331 es que incluye la discusión de numerosas 
materias relacionadas con el consentimiento al 
tratamiento y el compartir información privada, 
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todas decisiones que debieran ser específicamente 
abordadas en otro cuerpo legal dedicado a mate-
rias de capacidad o competencia mental para to-
mar decisiones

4. Otro problema crucial de contenido es que la 
Ley 21331 le confiere un rol central a la Comisión 
Regional de Protección de los Derechos de las 
Personas con Enfermedades Mentales. Estos úl-
timos son organismos cuyo funcionamiento, a 
pesar de la mejor voluntad de sus miembros, es 
probablemente limitado por ser conformado por 
miembros ad honorem. Es notable que el Estado 
deposite una función de esta importancia, es de-
cir un proceso en que se define la detención de 
una persona por parte del Estado, a un grupo de 
personas que no reciben un salario por su trabajo. 
Además, esta comisión es presidida por la autori-
dad sanitaria, lo que crea una situación en la que 
el servicio de salud es también el ente fiscalizador.

5. Dada la complejidad de las intervenciones bio-
médicas, psicológicas y sociales en psiquiatría en ge-
neral y en el tratamiento de pacientes involuntaria-
mente hospitalizados, es del todo necesario que la ley 
deba incluir mecanismos que aseguren la calidad de 
dichas decisiones, tales como un sistema de Segunda 
Opiniones Independientes que sea dependiente de 
los Tribunales de Psiquiatría y Salud Mental.

6. Otro elemento de contenido muy importante 
es el de la contención física, mecánica, farmacoló-
gica y de observación, sobre la cual se han hecho 
observaciones al artículo 21. Esta área debe de-
sarrollarse en detalle en el Reglamento o Código 
de Práctica, para hacer la práctica clínica cotidiana 
enteramente consistente con una ley 21.331 refor-
mada o con una nueva ley. En particular, todas 
las instituciones donde se hospitalice a personas 
por razones psiquiátricas deberán llevar un regis-
tro digital actualizado en tiempo real, de todos los 
incidentes de tortura, tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, violencia física o verbal contra las 
personas y la propiedad, que haya afectado a pa-
cientes o al personal de la salud. Este registro de 
incidentes debe ser revisado diariamente por un 
funcionario del establecimiento que reportará di-
rectamente al director de dicho establecimiento, 
quien a su vez tendrá la obligación de tomar las 
medidas legales, administrativas y clínicas que se 
requieran para que dichas acciones cesen y haya 
justicia y reparación según corresponda. Dicho 
director deberá enviar mensualmente un infor-
me detallado de todos incidentes al Tribunal de 
Psiquiatría y Salud Mental.

7. Como se ha indicado más arriba, aquí se pro-
pone la creación de los TPSM que garanticen que 

la privación de la libertad debido a un trastorno 
psiquiátrico sea revisada judicialmente de manera 
presencial, y en un proceso en el que la eviden-
cia profesional y las razones para continuar con la 
detención sean debidamente cuestionadas. Estos 
TPSM serían análogos a los tribunales del trabajo 
o del medio ambiente.  En estos TPSM, los ro-
les de todas las partes (paciente, abogados, jueces, 
profesionales de la salud, y familiares) estarán ex-
plícitamente definidas.

En resumen, para el texto reformado o un nue-
vo texto, se requerirá:

a. Reescribirlo evitando repeticiones.
b. Clarificación de algunos párrafos.
c. Trasladar algunos artículos a un Reglamento 
o Código de Practica.
d. Enfatizar en normas técnicas y en el entre-
namiento de las y los profesionales todos los 
contenidos de buena práctica clínica.
e. Reemplazar los artículos 13, 14, y 15 con 
la propuesta que propone la creación de los 
Tribunales de Psiquiatría y Salud Mental para la 
realización de la revisión judicial independiente 
de la detención en un hospital en contra de la 
voluntad por posible causa psiquiátrica.
f. Será necesario elaborar otra ley que se centre 
en el tema de la capacidad o competencia men-
tal para tomar decisiones en general, con un ca-
pítulo dedicado a intervenciones psiquiátricas y 
psicológicas.

8. Finalmente, es necesario rebatir una opinión 
que es común en los debates sobre lo que se de-
nomina Ley de Salud Mental. Algunas propues-
tas plantean crear una ley de salud mental que se 
refiera e incluya todos los aspectos de la vida de 
las personas con una condición psiquiátrica, tales 
como su interacción con el sistema educativo, de 
transporte, de la cultura y la entretención, del tra-
bajo, etc. Siguiendo dicha lógica, se requeriría crear 
una ley para cada tipo de condición médica, por 
ejemplo, una ley para personas con epilepsia o una 
ley para personas con diabetes. Por el contrario, 
nuestra opinión es que lo que debe existir son una 
Constitución de la República y una legislación sec-
torial (por ejemplo, laboral, educativa, que regule el 
accionar de las fuerzas policiales, por nombrar solo 
algunas áreas) que declaren como inconstitucional 
e ilegal la discriminación en todas las áreas de la 
vida social y que, de manera explícita, describan las 
sanciones que castigarán a quienes actúan de mane-
ra discriminadora en perjuicio de mujeres, minorías 
sexuales, personas LGTBQ+, pueblos originarios 
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y, a todas y todos quienes sufran de una condición 
psiquiátrica. Algunas personas que sufren de un 
episodio de una condición psiquiátrica pueden ser, 
en virtud de dicha condición, un riesgo ya sea para 
sí mismas o para otros. En esos casos es a veces 
necesario que el tratamiento deba ocurrir en un 
hospital y a veces, el ingreso a dicho hospital debe 
realizarse involuntariamente. Es esta última situa-
ción, la hospitalización involuntaria, que puede 
afectar específicamente a las personas con condi-
ciones psiquiátricas. El resto de las dimensiones de 
la vida de dicha persona deben ser protegidas por la 
legislación general del país, la cual debe prohibir la 
discriminación de todo orden y en todo momento.
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